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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación propuesta por el representante judicial de la señora LILIANA PATRICIA PINEDA ROMERO, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, adiado el día 4 de mayo de 2016, mediante el cual decidió negar el amparo deprecado por encontrarlo improcedente.
ANTECEDENTES

Dice el representante judicial de la accionante que ella obtuvo la pensión de beneficiarios de la cual fuera causante su difunto esposo el Cabo Primero de la Policía Nacional Marco Salazar Grisales quien falleció el día 22 de mayo de 1997 encontrándose en servicio activo. Dicho beneficio le fue otorgado como consecuencia de un proceso judicial de nulidad y restablecimiento del derecho que finiquitó con la sentencia de segunda instancia dictada el 13 de febrero de 2014 por parte del Tribunal Administrativo de Risaralda, razón por la cual la Policía Nacional expidió la resolución No. 01701 del 27 de octubre de 2014.
Posteriormente, solicitó ante la Caja de Vivienda Militar y de Policía Nacional que reconociera la antigüedad de su difunto esposo a fin de acceder al subsidio de vivienda; obteniendo respuesta mediante oficio del 26 de agosto de 2015, por medio del cual se le informó que la antigüedad se le respetaría siempre y cuando consignara los dineros que faltaban para ello, esto es la suma de $4.228.430 que se consignaran el 5 de octubre de ese año. El 27 de noviembre de 2015 la entidad accionada, le informó a la señora Liliana que el valor de los ahorros es de $4.374.844.14 y del subsidio de $19.332.000 equivalente a 49 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el año 2004.
Así las cosas, la señora Liliana Patricia, el 5 de marzo de 2016, presentó ante la Caja de Vivienda Militar y de Policía Nacional, toda la documentación necesaria para reclamar el subsidio para mejora de vivienda, el cual le fuera contestado el 30 de ese mismo mes y año de manera negativa, ello bajo el argumento de que de acuerdo a lo establecido el artículo 2º del acuerdo 01 de 2015 que determina que ese tipo de subsidios solo pueden usarse para compra o adquisición de vivienda, construcción en sitio propio, pago total o parcial de crédito hipotecario y opción de adquisición de leasing habitacional. 
Considera el representante judicial de la señora Liliana que su mandante tiene derecho al subsidio para mejora de vivienda puesto que a ella no se le puede aplicar lo dispuesto en el acuerdo 01 de 2015, sino las normas vigentes para el año 2004, tal como se desprende del oficio por medio del cual se le informa que tiene derecho al subsidio en cuantía de 49 s.m.l.m.v. para ese año. 
Aunado a lo anterior, afirma que la jurisprudencia constitucional en varias ocasiones ha obligado a la accionada a reconocer el subsidio para arreglo de vivienda como es el caso de la sentencia T-907 de 2010, y si bien en este caso ya existe el reconocimiento del beneficio, no existe el pago para arreglo de vivienda. 

De acuerdo a todo lo anterior solicita el libelista que se tutelen los derechos fundamentales a la igualdad, el debido proceso y a la vivienda digna y en consecuencia se obligue al Director General de la Caja de Vivienda Militar –CAPROVIMPO- a ordenar el pago a la accionante del subsidio para arreglo y mejora de vivienda, consignándola a la cuenta de la que se allegó certificación.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 21 de abril de 2016, admitió la petición de amparo interpuesta y ordenó la notificación a la parte accionada. Posteriormente, el 4 de mayo del año que transcurre, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió negar el amparo solicitado argumentando que no le es dable al juez de tutela decidir sobre el tema jurídico planteado por la parte accionante ya que existen unos actos administrativos que regulan y reglamentan ese tema específico a pesar de que la parte actora no comparta lo reglamentado, por ende, como lo que ella lo que pretende es que se le apliquen unas normas que no se encuentran vigentes en la actualidad, es su deber entonces acudir ante la justicia contencioso administrativa en donde podrán dirimir ese asunto. Por otra parte consideró que la accionante no acreditó las condiciones de perjuicio irremediable o urgencia que haga viable la tutela por encima de los otros mecanismos judiciales a los que puede acudir la petente. Finalmente, la parte demandante afirmó que a otras personas en similares condiciones a las de la señora Pineda Romero la accionada le ha reconocido y entregado el subsidio solicitado, sin embargo, no relacionó a esas personas, por tanto no es viable proteger el derecho a la igualdad. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez notificado del fallo de instancia, el representante judicial de la señora Liliana Patricia procedió a impugnarlo allegando para tal fin un escrito por medio del cual reiteró los hechos narrados en su escrito inicial de tutela, y agregó que si el A-quo se hubiese tomado el trabajo de revisar con cuidado esa documentación se habría percatado de que la norma aplicable al caso de su representada es el numeral 4 del artículo 8 del acuerdo 01 de 2011 y no el acuerdo 01 de 2015 que reformó el anterior, ello por cuanto el subsidio que la entidad le está reconociendo es con el valor del año 2004 y no del 2016, por tanto a ella no se le puede aplicar la norma del 2015. Por otra parte consideró que exponerla a tener que acudir nuevamente ante la justicia contencioso administrativa para que allí se estudie su caso es atropellar su dignidad por cuanto ella ya fue ampliamente victimizada al perder a su esposo y no poder devengar una pensión durante tantos años, y por ende someterla nuevamente a pasar por un proceso judicial que con suerte, teniendo en cuenta la congestión judicial, será resuelto en unos cuatro años, es atropellar sus derechos y ello no puede ser permitido y avalado por el juez constitucional, especialmente cuando no tendría por qué acudir a esa jurisdicción si este tipo de asuntos ya se han resuelto por vía de tutela en otros casos que el A-quo no tuvo en cuenta. 
De otro lado, adujó que no tiene lógica que los subsidios no sean otorgados para la compra de la primera solución de vivienda o para la mejora de la misma, pero sí para construir o pagar hipotecas aunque se posean otras propiedades y no se entreguen para mejorar la que ya se tiene y que se ha venido deteriorando con el paso del tiempo, y es ahí donde se evidencia el perjuicio irremediable que se le está causando a la señora Liliana pues ella ya suscribió un contrato de arreglo, del cual se adjuntó copia con la tutela, en donde se describen las adecuaciones que requieren la vivienda de ella, que por cierto es antigua y no se encuentra en un estrato cinco o seis; contrato que además de no cumplirse le generaría una multa. 
Finalmente reiteró que a su mandante ya se le reconoció el derecho que tiene al subsidio y lo que se requiere es que se desembolse el mismo para arreglo o mejora de vivienda, ello teniendo en cuenta que en otros casos, en donde ni siquiera estaba reconocido el derecho al subsidio, se ordenó que el mismo se pagara. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la tutela resulta viable para ordenarle a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía desembolsarle a la accionante el subsidio de vivienda para arreglo o adecuación de acuerdo a lo establecido en el numeral 4 del artículo 8 del acuerdo 01 de 2011 y no con lo establecido en el acuerdo 01 de 2015.  

Conforme con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso de la accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada.
Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales; esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

En pocas ocasiones, se obvia la observancia de los presupuestos de residualidad o subsidiariedad, pese no adverar perjuicio irremediable, se acciona primeramente en sede constitucional antes que recurrir a las vías ordinarias, es decir, ante el juez natural, como en el presente asunto, en el que no se discute una situación de riesgo que pueda afectar el mínimo vital de la señora Beatriz Liliana Cardona, y no existe perjuicio irremediable que conjurar, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural, mediante la acción ordinaria e instaurar la demanda tendiente al reconocimiento de aquél derecho, que en su entender está consolidado.
En ese orden, es necesario anotar que el Decreto 2591 de 1991, estableció las causales específicas de improcedencia de la tutela, indicando que ella no procede cuando se presenta una de las siguientes hipótesis:
i) existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus

iii) Protección de derechos colectivos

iv) Casos de daño consumado

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez, tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. 

De allí que sea evidente que uno de los requisitos de procedibilidad de la acción constitucional es la subsidiariedad, lo que se traduce en que no se puede acudir a ella suplantando medios judiciales existentes y ordinarios, es por esto que se debe realizar el análisis para determinar la procedencia de la misma.

En ese orden el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos. Ha sido doctrina constitucional probable, la siguiente:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, no es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
En el presente asunto, encuentra este Juez Colegiado que en cumplimiento de las normas que rigen a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía Nacional
, la Junta Directiva de esa entidad expidió el Acuerdo 01 del 27 de enero del 2011 por el cual se adoptó el reglamento administrativo para el otorgamiento de soluciones de vivienda de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, se establecieron directrices administrativas y parámetros para el manejo de las cesantías, y se dictaron otras disposiciones; documento que posteriormente fuera modificado de manera parcial por el Acuerdo 01 del 28 de abril de 2015. Entre las modificaciones que se realizaron están las contempladas en el artículo 2º que eliminó del artículo 8º del acuerdo anterior la posibilidad de solicitar el subsidio que otorga esa entidad, para realizar mejoramientos de vivienda para incluir en su lugar la opción de adquisición mediante leasing habitacional. 

Por otro lado, se tiene que la señora Pineda Romero realizó la solicitud de subsidio para arreglo o mejora de vivienda el 14 de marzo de 2016, esto es cuando ya estaba en vigencia el acuerdo 01 de 2015, lo que implicó que el mismo le fuera negado por parte de la accionada por no ser esa, en la actualidad, una de las causales para el desembolso de esos recursos. 
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta los dichos y afirmaciones realizadas por el abogado libelista se procedió a revisar lo obrante dentro del expediente, evidenciándose en ello que no es cierto como lo afirma el abogado que la señora Pineda de Romero tenga ya reconocido algún tipo de subsidio, puesto que lo que se observa a folios 14 y 15 es que la entidad accionada en un oficio de respuesta le comunica cuál es el estado de su cuenta y en una nota, propia de ese tipo de formatos, le informan a la persona a qué tendría derecho en caso de cumplir con los requisitos para acceder al subsidio de vivienda, sin que ello pueda entenderse como un reconocimiento tácito de derecho prestacional alguno al afiliado.
Aunado a lo anterior, a folios 11 y 12 se puede observar que la afiliación a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía por parte de la señora Liliana Patricia fue realizado por ella de manera voluntaria, y se realizó el 26 de agosto de 2015, esto es cuando ya estaba en vigencia el contenido del acuerdo 01 de ese mismo año, por tanto no se entiende con base en qué se le pide al juez de tutela que desconozca este hecho para aplicar en su caso una norma anterior a esta, si ella no fue en ningún momento beneficiaria de la misma. 
En lo que respecta a que se dé aplicación al derecho a la igualdad, ha encontrado esta Colegiatura, tal como lo señaló el A-quo, que el abogado libelista no aportó documentación alguna para ilustrar al juez sobre esos otros casos, similares a los de su mandante, en los cuales se ha ordenado tanto el reconocimiento como el pago del mencionado subsidio; ello por cuanto, si bien es cierto cita la sentencia de tutela 907 del año 2010, revisado dicho caso no es similar al aquí planteado, pues en ese lo que se pretendía por parte del actor era que se le reconociera la calidad de afiliado forzoso a la caja accionada toda vez que a pesar de haber retirado sus aportes voluntarios de la misma en el año 1997, dado su cargo dentro de la Policía Nacional, había adquirido la condición de afiliado forzoso en virtud de lo establecido en la Ley 973 de 2005.
Finalmente, en cuanto a que se le está causando un perjuicio irremediable a la actora porque suscribió un contrato para el arreglo de su vivienda, debe decir la Sala que lastimosamente ella deberá asumir las consecuencias de dicha relación contractual, pues las mismas no pueden ser atribuidas a la entidad accionada ni por acción ni por omisión, ya que como se indicó, en ningún momento la entidad le reconoció subsidio alguno y por ende no creó en su favor ningún derecho; por ende, si la señora Pineda suscribió dicho contrato, lo hizo basada en simples expectativas, que si bien son válidas, no son generadoras de obligaciones para la entidad accionada, más aún en casos como estos en donde la petente ha estado asesorada por un abogado todo el tiempo, profesional que debió informarla e ilustrarla respecto a las condiciones y los casos en que la caja accionada entrega subsidios a sus afiliados. 
En conclusión, es evidente que en el presente caso se habrá de confirmar la decisión adoptada por el juez de primer nivel, por cuanto no existe nada que demuestre que la accionante tiene derecho a lo reclamado y que además se encuentra imposibilitada para acudir a la justicia ordinaria para que allí se dirima el problema aquí planteado. 
Por lo expuesto, la Sala Séptima de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 4 de mayo de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, por medio del cual se negó la protección invocada por la señora LILIANA PATRICIA PINEDA ROMERO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Magistrada
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS
Magistrado

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Ley 353 de 1994 modificada parcialmente por la Ley 973 de 2005 y por la Ley 1305 de 2009. 
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